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Pero de ello no cabe inferir que se haya originado indefensión a los
hoy recurrentes en amparo, pues de las actuaciones se desprende que no
podían ignorar la existencia del contencioso-administrativo y que nada
hicieron para comparecer en el mismo.

Así, en el debate del Pleno de la Diputación Provincial de Valladolid,
previo a la aprobación del Acuerdo de 26 de agosto de 1983 resolutorio
del recurso de reposición que dejó expedita la vía contencioso-adminis­
trativa. hizo uso de la palabra y del voto el propio señor Franco Felipe
y del voto el señor Diez Sánchel, por lo que dificilmente podían
desconocer la denegación del recurso de reposición y la pretensión de los
Vocales sustituidos, señores Roldán y González Cavledes, de que se
anulase el acto administrativo controvertido, que obviamente afectaba
a situaciones jurídicas individuales. Por Otra parte, dada su condición de
Diputados Provinciales, no cabe suponer que ignoraran también la
reclamación, por parte de la Audiencia Territorial de Valladolid, del
ex.pediente admiOlstrativo a la Administración demandada -la propia
Diputación Provincial-, y que no tuvieran noticia de la interposición del
recurso contencioso-administrativo, pues el correspondiente edicto se
publicó en el «Diario Oficial de la Provincia» de 13 de octubre de 1983,
cuya lectura no puede considerarse una carga excesiva o desproporcio­
nada, sino, más bien, una actividad propia de su condición de
Diputados. Por último, y como afirma el Ministerio Fisca~ tampoco
pudo pasarles inadvertida la decisión de la Diputación Provincial de
mterponer recurso de apelación ante la Sala Cuarta del Tribunal
Supremo.

Existe, pues, una suficiente y razonable constancia de que los
solicitantes de amparo tuvieron \,ln conocimiento extraprocesal del

Sala Primera. Recurso de amparo número 463/1987.
Sentencia número 164/1988, de 26 de septiembre.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Francisco Rubio Llorente,
don Luis Diez-Picaza y Ponce de León, don Antonio Truyol Serra, don
Eugenio Diaz Eimil y don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 463/87, promovido por don Rafael
López Malina, representado por el Procurador don Jesús Alfaro Matos
y, a su cese, por doña Teresa Castro Rodríguez, contra la Sentencia del
Juzgado de Instrucción núm. 4 de Murcia, de 15 de septiembre de 1986,
y contra la sentencia de la Sección Segunda de la Audiencia Provincial
de Murcia, de 9 de febrero de 1987, que la confirma. Ha comparecido
el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Miguel
Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer,.Quie:n expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

l. El día 8 de abril de 1987 tuvo entrada en este Tribunal
Constitucional escrito del Procurador don Jesús Alfara Matos, por el que
en 'nombre y representación, de don Rafael López Malina, formula
recurso de amparo contra la Sentencia del Juzgado de Instrucción núm.
4 de Murcia. de 15 de septiembre de 1986 (proceso oral 81/1986). que
fue confirmada en apelación por otra de la Sección Segunda de la
Audiencia Provincial de Murcia, de 9 de febrero de 1987, por las que se
le condena a un mes y un día de arresto mayor, accesorias legales y
costas por un delito de insulto a la autoridad, por entender vulnerado
el arto 24.2, primer inciso, de la Constitución.

2. Los hechos en los que se funda la demanda de amparo son los
siguientes:

a) El recurrente fue juzpdo y condenado por el procedimiento
establecido en la Ley Orgámca 10/1980, de 11 de noviembre, corno
autor responsable de un delito de insultos a agentes de la autoridad a la
pena ya mencionada.

b) Contra dicha Sentencia el ahora demandante de amparo inter­
puso recurso de apelación en el que planteó la inconstitucionalidad de
la Ley Orgánica 10/1980, pues estimó "ue dicha Ley, al acumular
funciones de instrucción y de enjuiciamiento en un mismo órgano
judicial, vulneraría tanto el árt. 6.1 del Convenio para la Protección de
los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales, firmado en
Roma el4 de noviembre de 1950, como el arto 24.2 de la Constitución,
por falta de imparcialidad del órgano jurisdiccional.

e) La Audiencia Provincial desestImó el recurso y rehusó .plantear
la cuestión de insconstitucionalidad solicitada por el apelante, sostf:­
niendo que la Ley Orgánica 10/1980 respeta los principios de la Ley de
Enjuiciamiento Criminal, a la vez que acentúa «los principios de
concentración y oralidad)~ y desplaza la investigación de los hechos y

proceso contencioso-administrativo y que, no obstante, en ningún
momento manifestaron su voluntad de comp'arecer, contra lo que cabría
esperar de haber actuado con una minima dlligencia en la defensa de sus
derechos e intereses legítimos. No cabe apreciar, por 10 tanto, indefen­
sión alguna ni lesión del derecho a la tutela judicial efectiva, reconocido
en el art. 24.1 de la Constitución, ya que la situación alegada es el mero
resultado de la inactividad procesal de los hoy recurrentes en amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACiÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido:

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por el Procurador de, los
Tribunales don José Luis Granizo y García-Cuenca, en nombre y
representación de don Eduardo Franco Felipe y don José Luis Diez
Sánchez.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado~~.

Dada en Madrid a veintiséis de septiembre de mil novecientos
ochenta y ocho.-Gloria Begué Cantón.-Angel Latorre Segura.-Femando
García-Mon y González-Regueral.-Carlos de la Ve~ Benayas.-JesÚs
Leguina Villa.-Luis López Guerra.-Firmados y rubncados.

práctica de diligencias a la Policía, razón por la cual no existiria
instrucción, stricto-sensu (primer considerando).

La demanda de amparo reitera el planteamiento formulado en el
recurso de apelación y alega, por lo tanto, que el recurrente fue juzgado
por un Juez Que, en razón del procedimiento establecido en la Ley
Orgánica 10/1980, no cumple las exigencias de los arts. 24.2 de la
Constitución y 6. t del Convenio para la Protección de los Derechos
Humanos, dado que dicho Juez no puede considerarse imparcial. La
falta de imparcialidad, que no es personal, sino orgánico~funcional,
estriba en el hecho de que el mismo Juez que instruye las diligencias
equivalentes al sumario, falla el asunto. A este respecto se aporta
jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, singular­
mente los casos Delcourt (Sentencia de 17 de enero de 1970), Albert y
Lecompte (Sentencia de 28 de junio de 1981), Piersack (Sentencia de 1
de octubre de 1982), De Cubber (Sentencia de 26 de octubre de 1984).
En consecuencia se ha vulnerado el arto 24.2 de la Constitución, en
cuanto, según el recurrente, se le ha violado su derecho público y
fundamental a un proceso con las debirlas garantías, alegando en su
apoyo la STC 47/1982, de 12 de julio, en la que se incluye el respeto a
las garantías procesales y al Juez predeterminado por la Ley dentro del
mencionado inciso del citado precepto constitucional.

3. Por providencia de 27 de mayo de 1987, se admitió a trámite el
recurso y se reclamaron las actuaciones judiciales al Juzgado núm. 4 de
Murcia ya-la sección Segunda de la Audiencia Provincial de esa capital
y, una vez recibidas éstas, con fecha 23 de septiembre de 1987, se dictó
providencia por la que se ponían de manifiesto dichas actuaciones por
un plazo común de veinte días al recurrente y al Ministerio Fiscal a fin
de que presentaran las alegaciones que estimaran convenientes, tal Como
prescribe el arto 52.1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

4. También, con fecha 27 de mayo de 1987, se acordó formar la
oportuna pieza separada para la tramitación del incidente de suspensión,
solicitado por otrosi en el escrito de demanda de amparo. Para ello se
confirió un plazo común de tres días al recurrente y al Ministerio Fiscal
para que formulasen las alegaciones oportunas al respecto, de acuerdo
a la previsión del arto 56.2 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucio­
nal. Tanto aquél, en su escrito de 11 de junio de 1987, como el
Ministerio Fiscal en el suyo del día 8 del mismo mes, argumentaron la
conveniencia de la suspensión por el probable perjuicio que la ejecución
de la Sentencia causaría, haciendo perder al amparo su efectividad. Por
Auto de 1 julio siguiente la Sala acogió dichos planteamientos y acordó
la suspensión de la ejecución condenatoria.

5. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia el 22 de octubre
de 1987, el recurrente se reafirma en su demanda, reiterando su
ar¡umentación basada en Resoluciones del Tribunal Europeo de Dere­
cbos Humanos, de este Tribunal y de sipúficativas contribuciones
doctrinales. Para esta parte. el procedimiento regulado en la Ley
Orgánica 10/1980 es contrario al arto 24.2 de la Constitución por cuanto
priva al encausado de un juicio con todas las ~rantías, al concentrarse
en un mismo órgano jurisdiccional las funCIOnes instructorías y de
enjuiciamiento.

6. Por su parte el Ministerio Fiscal, en escrito de 15 de octubre de
ese mismo año, manifiesta una opinión contraria: a saber, ni en el caso
concreto del r~currente ni en la abstracta generalidad de dicho procedi­
miento penal se vulnera dicho derecho público fundamental. Ello se
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debe a que, de acuerdo a las disposiciones de lt. nonnativa procesal
cuestionada. el Juez Que falla en Primera Instancia no instruye, pues de
ello se encarga la policía. El Juez, en este debatido procedimiento, sólo
falla. Las únicas actuaciones anteriores a la vista que lleva a cabo son
de mera ordenación (tomar declaración al imputado, al testigo. decretar
la apertura de este procedimiento en concreto y dar traslado al
Ministerio Fiscal y a la parte para que califiquen y propongan las
pruebas para el juicio oral).

7. Por providencia de 8 de febrero de 1988 se señaló para
deliberación y votación del presente recurso el día 23 de mayo siguiente,
personándose en autos, el 19 de abril siguiente, la Procuradora doña
Teresa Castro Rodríguez, con poder al efecto, para sustituir al Procura­
dor don Jesús Alfaro Matos, por haber cesado en el ejercicio de la
profesión.

Por providencia de 6 de junio de 1988, la Sala acordó dejar sin efecto
el señalamiento del presente recurso, dejándolo pendiente hasta que se
resuelva el del Pleno de este Tribunal, núm. 1.344/87, relativo a la Ley
Orgánica 10/1980. Resuelto dicho recurso por Sentencia de 12 de julio
de 1988, por providencia de 12 de julio de 1988 se acordó tener por parte
en nombre y representación del solicitante de amparo a la Procuradora
doña Teresa Castro Rodríguez y señalar para deliberación y votación del
presente recurso el día 26 de septiembre siguiente.

n. Fundamentos jurídicos

l.. El recurso se dirige principalmente frente a la Sentencia de 15 de
septiembre de 1986, del Juzgado de Instrucción núm. 4 de Murcia,
recaída en el proceso oral 81/1986, y sólo en cuanto que confirma la
anterior contra la Sentencia de la Sección Segunda de la Audiencia
Provincial de Murcia, de 9 de febrero de 1987. El demandante sostiene
que la Sentencia del Juzgado de Instrucción ha ignorado su derecho «a
ser juzgado por un Juez imparcial desde el punto de vista orgánico y
funciona1», lo que vulneraría el arto 24.2 de la Constitución, Que
proclama que todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado
por la ley, así como el mismo precepto en el apartado del derecho a un
proceso público con todas las garantías entre las que se incluye la de
imparcialidad que, de acuerdo a la doctrina constitucional «se mide no
sólo por las condiciones subjetivas de ecuanimidad y rectitud, sino
también pOr 1as de desinterés y neutralidad» (STC 47/1982, de 12 de
julio). Estima que la Ley de Enjuiciamiento Criminal trató de garantizar
esa imparcialidad impidiendo Que el Juez que instruya fuese el mismo
que pronuncie 1a Sentencia evitando las preocupaciones y perjuicios que
hubieran hecho nacer en su ánimo la instrucción. La Ley O~ánica
10/1980, de 11 de noviembre, habría quebrado ese principio báSICO, al
permitir, sin posibilidad de recusación ni de abstención, que el mismo
órgano judicial instruya y decida, y ello habna ocurrido en este caso, en
el que el Juez que le ha condenado realizó antes del juicio verdaderos
actos de instrucción. En base a todo ello solicita la nulidad de la
Sentencia y del previo juicio oral, para ser juzgado por otro Juez
distinto, y que elevemos al Pleno de este Tribunal la cuestión de
inconstitucionalidad del arto 2 de la Ley Orgánica 10/1980,

A este planteamiento han de hacerse dos -observaciones previas. En
primer lugar la de que en el presente caso no está eÍ!. juego el derecho
al Juez predeterminado por la Ley, sino el derecho a un juicio con todas
las garantías del arto 24.2 de la Constitución, pues como ha dicho este
Tribunal entres esas garantías «debe incluirse, aunque no se cite en
forma ex.presa, e1 derecho a un Juez imparcial, que constituye sin duda
una garantía fundamental de la Administración de Justicia en un Estado
de Derecho, como lo es el nuestro de acuerdo con el art. 1.1 de la
Constitució,", (STC 145{1988, de 12 de julio). Lo que en la demanda se
cuestiona no-es'sí el Juez'que ha conocido era el predeterminado por· la
ley, sino el órgano judicial que ha conocido y resuelto, a los efectos de
esa específica garantía, podfa ser considerado un «.Juez imparciah).

En segundo 'lupr, la de que la demanda~liza un planteamiento
cenenl1J' abstracto sobre la ·inconstitucionalidad de la Ley 10/1980 que
DO es .adecuado en un recurso de amparo. En éste lo Que ha de
~ina't'$e, para su p~ación y restab1ecimiento, es la eventual
lesión de,un derecho fundamental del demandante, sin perjuicio de que,
sí la 1esíQn constitucional resultase directamente de la Ley aplicada, la
Sala pueda e1evar la cuestión de iriconstitucionalidad al Pleno, de
acuerdo a lo previsto en,el art 55.2 de la Ley Qrgánica de este Tribunal.
Además, la. mayor parte de esa problemática de la inconstitucionalidad
de la Ley 10/1980, Yen particular de su art. 2, ha sido ya examinada y
resuelta por la Sentencia del Pleno de este Tribunal 145/1988, de 12 de
julio, que ha declarado inconstitucional sólo el pámfo segundo de dicho
articu10 (que suprimió en estos juicios la abstención y recusación del
6rpno judicia1 que hubiera realizado función instructora), pero no ha
declarado inconstitucional su pámfo primero por entender Que pueden
darse casos en los Que no se produzca una verdadera actividad
instructora en el procedimiento de la Ley Orgánica 10/1980. Habiendo
advertido además que «no toda intervenci6n del Juez antes de la vista
tiene carácter de instrucciÓn». En consecuencia en el presente· proceso de
amparo lo que ha de examinarse no es esa problemática general sobr!:

la inconstitucionalidadde la Ley 10/1980, tal y como se plantea en la
demanda. sino tan sólo si la aplicación al caso concreto de la Ley
10/1980 ha podido suponer para el demandante una lesión de su
derecho al Juez imparcial derivable del arto 24.2 de la Constitución.

Como ha dicho la Sentencia 145/1988, de 12 de julio, el hecho de
haber tenido que reunir el Juez el material probatorio necesario para Que
se celebre el juicio o para que el Tribunal sentenciador tome las
decisiones Que le correspondan y consecuentemente el haber estado en
contacto directo -sin las garantías de publicidad, defensa y contradic­
ción propias del juicio ora1- con las fuentes de donde procede ese
material probatorio, puede hacer nacer en el ánimo del instructor
prevenciones y prejUIcios respecto a la culpabilidad del encanado,
quebrantándose su «imparcialidad objetiva)~, Que se intenta así asegurar
mediante la separación entre la función instructora y la juzgadora, lo que
ha sido una constante en el proceso penal en nuestra tradición jurídica
desde la Ley de Enjuiciamiento Criminal y que ahora adquiere relevan­
cia constitucional como garantía del proceso protegida por el arto 24.2
de la Constitución.

La investigación directa de los hechos con una función en parte
inquisitiva y en parte acusatoria (dirigida frente a determinada persona)
es la Que puede considerarse integrante de una actividad instructora. Y
esa actividad instructora, en cuanto pone al que lleva a cabo en contacto
directo con el acusado y con los hechos y datos que deben servir para
averiguar el delito y sus posibles responsables. «puede provocar en el
ánimo del instructor, incluso a pesar de sus mejores deseos. prejuicios
e impresiones a favor o en contra del acusado que influyan a la hora de
sentenciar. Incluso aunque ello no suceda es dificil evitar la impresión
de que el Juez no acomete la función de juzgar sin la plena imparcialidad
que le es exigible)) pudiendo Quebrar <da confianza que los Tribunales de
una sociedad democrática han de inspirar al justiciable, comenzando en
lo penal, por los mismos acusadoS) (STC 145/1988, de 12 de julio).

En consecuencia, en el presente recurso hemos de comprobar si el
Juez Que conoci,ó. del juici~ oral Y. Que con~enó al ~cto~ re~lizó
efectivamente actlVldade~ de mstruCClOn Que hubieran podido mflUlr en
su ánimo y en su decisión fuera del conocimiento del asunto en el
momento del juicio oral, lo que permitiría poner razonablemente en
duda su imparcialidad «objetiva», puesto que, como el propio deman­
dante reconoce, no está en modo alguno en duda ni la «imparcialidad
subjetiva» ni la rectitud personal del Magistrado Juez del Juzgado de
Instrucción núm. 4 de Murcia. El examen de las actuaciones resulta así
necesario para comprobar si en su función de persecución judicial del
delito, el citado Magistrado Juez llevó a cabo actividades dirigidas a
esclarecer el hecho, buscar al culpable y reunir el material probatorio
para inculparle.

2. Tanto la Audiencia Provincial en su Sentencia como, en su
escrito de alegaciones el Ministerio Fiscal, entienden Que en el presente
caso el órgano judicial no realizó ninguna actividad procesal que pudiera
considerarse como de instrucción, habiéndose limitado úmcamente a
practicar la ordenación formal del proceso pero sin llevar a cabo
diligencia alguna Que suponga averiguación, calificación o juicio sobre
los hechos. El actor sostiene, por el contrario. que el Juez realizó
actividades instructoras. Debe tenerse en cuenta que en el presente caso,
circunstancias del hecho, se trataba de un delito flagrante a los efectos
del arto 779.1 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Tampoco es ocioso
recordar que tras 'el atestado policial el procedimiento judicial se inició
por una presunta falta de insultos a agentes de la autoridad. y fue el
Juzgado de Distrito el que remitió las actuaciones al Juzgado de
Instrucción por entender que los hechos podrían constituir delito. El
Juzgado de Instrucción ordenó incoar diligencias previas, encaminadas
a detenninar la natl,Jraleza y circunstancias del hecho, personas intervi­
nientes y procedimiento aplicable. Tras lo cual dicta el Auto de 7 de abril
de 1986, en el-que se or4ena continuar la causa, por los trámites de la
Ley Orgánica 10/1980, de 12 de noviembre. En dic~a resolución judicial
se dice 4<que las diligencias se habían incoado por insultos y amenazas
a agentes de la autoridad, apareciendo como presunto autor Rafael
López Molina». Tiene razón el. Ministerio Fiscal cuando sostiene Que
este Auto, al Que tanta importancia da el demandante, se ha limitado a
estimar aplicable, dada la naturaleza de los hechos, el procedimiento de
la Ley Orgánica 10/1980, y a dar traslado de las actuaciones al
Ministerio Fiscal, para que formule el escrito de acusación a que se
refiere el arto 6 de la ley Orgánica 10/1980. El Ministerio Fiscal en su _
escrito solicitó1a imposición de la pena de dos meses de arresto mayor
por la comisión· de un delito del arto 245 del Código Penal. En dicho
escrito propuso las pruebas de que se intentaba valer en el juicio oral sin
solicitar la práctica anticipada de ninguna prueba. Frente al escrito de
acusación la parte formula su disconfonnidad con el mismo mediante
un escrito de calificaciones en que estima procede la absolución por no
SClr constitutivos de delito los hechos acaecidos y solicita la práctica de
determinadas pruebas.

El órgano judicial -aparte de rea1izar algunas actividades procesales,
qUe en modo alguno puedtn considerarse propiamente como instructo­
ras, como fueron la reclamación de antecedentes penales o la emisión de
informes de conducta- se limitó a señalar fecha para la celebración del
juicio oral, admitiendo las pruebas propuestas, aunque el acto del juicio
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hubo de aplazarse a petición del Letrado del recurrente. En el juicio oral
se realizó efectivamente la práctica de pruebas propuestas por la parte.
Todo elJo permite entender que el Ma~istrado Juez de Instrucción
núm. 4 de Murcia no llevó a cabo actividad procesal Que pudiera
considerarse como de instrucción, sino que, como sostiene el Ministerio
Fiscal «únicamente ha practicado la ordenación formal del proceso, sin
que realizara diligencia alguna que suponga averiguación, calificación o
juicio sobre los hechos. No se puede admitir que el empleo de
expresiones formularlas y rituales tenga la consideración de actividades
instructoras como pretende el aclol")).

En consecuencia, en este caso concreto, al no haber realizado el Juez
la doble función de instruir y fallar, no ha existido lesión del derecho
fundamental reconocido en el arto 24.2 de la Constitución y la demanda
ha de ser desestimada.

Sala Primera. Recurso de amparo numero 562/1987,
Sentencia número 165/1988, de 26 de septiembre.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don _Francisco Rubio L1orente,
don Luis Díez-Picazo y Ponce de León, don Antonio Truyol Serra, don
Eugenio Diaz Eimil y don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 562/1987, interpuesto por el Procura­
dor de los Tribunales, don José Manuel Dorremochea Aramburu, eJ1
nombre de doña Cecilia Urtasun Echevenía, impugnando la Sentencia
dictada por la Sala Cuarta del Tribunal Central de Trabajo, con fecha 23
de marzo de 1987, recaída en recurso de suplicación, interpuesto por el
Instituto Nacional de la Seguridad Social frente a la Sentencia de la
Magistratura de Trabajo núm. 2 de Navarra, en proceso incoado a
virtud de demanda interpuesta por la actual solicitante de amparo en
reclamación de pensión de jubilación, por considerar violados los
derechos fundamentales de la solicitante, reconocidos en los arts. 14 y
24 de la Constitución.

En el recurso de amparo han sido partes el Procurador de los
Tribunales don José Granados Weil, en representación del Instituto
Nacional de la Seguridad 'Social y el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente
el Magistrado don Luis Diez-Picazo, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo su entrada en el Registro de este Tribunal
el 29 de abril de 1987, el Procurador de los Tribunales, don José Manuel
Dorremochea Aramburu, en representación de doña Cecilia Urtasun
Echeverría, interpuso recurso de amparo constitucional impugnando la
Sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 23 de marzo de 1987, por
supuesta violación de los derechos fundamentales reconocidos en los
arts. 14 y 24 de la Constitución.

La citada demanda se fundaba en los siguientes hechos:

a). Doña Cecilia Urtasun Echeverría, que fue trabajadora agrícola
aprox!madamente desde 1940, ca~só alta por afiliación en el Régimen
EspecIal de Autónomos de la Agncultura en 28 de marzo de 1980 si
bien los. efectos d,e la precitada a~liación se retrotrajeron, por Acue;do
del !n~tttuto NaCIonal de la Segundad Social (en lo sucesivo INSS) a I
de Julio de 1975, fecha de la entrada en vigor de la Mutualidad de
Trabajadores Autónomos de la Agricultura.

b) Como consecuencia de dicha afiliación, satisfizo las cuotas
correspondientes a 1 de julio de 1975 a 31 de enero de 1980, con un
recargo de120 por 100 por mora; ingresó asimismo las cuotas correspon­
dientes al periodo comprendido entre el 1 y el 29 de febrero de 1980 con
el lO por 100 de recargo por mora 't sin ningún recargo las correspon­
dientes a los meses de marzo a novlembre de 1980, el 30 de cuyo mes
causó baja por cumplir los sesenta y cinco años.

c) Con f~ha 2 de d.i~iembr~ d~ 1~~O, solicitó .a la Entida~ gestora
la correspondiente ~nsJOn de Jubilaclon del RégImen Especial antes
mencionado y debldo a 10 que califica como un notorio despiste
administrativo del órgano ,estor, pues, en su opinión, su solicitud quedó
traspapelada con un expedIente de invalidez de su hermano don Jenaro,
presentado en la misma fecha, la solicitud de doña Cecilia Unasun
Echeverría no fue resuelta hasta el 18 de noviembre de 1981. En dicha

FALLO
En atención a todo lo expuesto. el 1 ribunal Constitucional. PUR LA

AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSl nLCIÓ1' DE LA l'ACIÓ:-"

ESPANOLA.

Ha decidido:

Desestimar el amparo solicitado por don Rafael López Molina.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estadm>.

Dada en Madrid, a veintiséis de septiembre de mil novecientos
ochenta y ocho.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio L10·
rente.-Luis Díez·Picazo y Ponce de León.-Antonio TruyoJ
Serra.-Eugenio Diaz Eimil.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo·
Ferrer.-Firmados y rubricados.

fecha el órgano gestor dictó resolución denegando la solicitud de pensión
con fundamento en la falta de efecto de las llamadas cuotas atrasadas en
el período de carencia. Esta decisión se adoptó en aplicación de un
criterio interno de la Entidad sobre el valor carencial de las cuotas
atrasadas, totalmente contrario al que, indubitada e invariablemen¡e
había mantenido con anterioridad el referido Organismo. El citado
cambio de criterio fue obra de la circular núm. 41/1981, de 11 de juniO.
que, según la solicitante del amparo, con independencia de su dudoso
valor legal, fue aplicada retroactivamente a una situación ya generada.

d) Contra la resolución del INSS de desestimación de su solicitud
de jubilación formuló en su momento la pertinente reclamación previa
que fue denegada primero por silencio administrativo y, posteriormente,
en resolución fuera de:: plazo en 4 de marzo de 1982. La interesada
presentó demanda ante la Magistratura de Trabajo núm. 2 de Navarra,
que dictó Sentencia en 13 de octubre de 1983 estimando integramente
la demanda.

EIINSS interpuso recurso de suplicación ante el Tribunal Central de
Trabajo, que lo resolvió en la Sentencia de 23 de marzo de 1987, que
estimó el recurso, revocó la Sentencia recunida, desestimó la demanda
y absolvió de ella a la parte demandada.

Considera la demanda de amparo que en la Sentencia antes referida
se ha violado 10 dispueto en el arto 14 de la Constitución porque la
Sentencia ha valorado el expediente administrativo con un criterio
totalmente distinto al aplicado invariablemente hasta la repetida circular
41/1981. El anterior criterio del INSS, concedía valor total, a los efectos
carenciales. a las cuotas abonadas con retraso y este mismo criterio se
aplicó indefectiblemente, por el órgano gestor, en todos los supuestos de
incorporación a la nueva Mutualidad de Trabajadores Autónomos de la
Agricultura.

Considera también la solicitante de este amparo Que se ha producido
una violación de 10 dispuesto en el arto 24 de la Constitución en relación
al arto 9.3, por cuanto que, en su caso, se han infringido de manera
notoria el principio de legalidad, el principio de jerarquía normativa, el
principio de lrretroactividad de las normas perjudiciales y el principio
de seguridad jurídica.

2. La Sección Primera de este Tribunal en providencia, de fecha 20
de mayo de 1987, acordó admitir a trámite la demanda de amparo
formulada por doña Cecilia Urtasun Echeverria, así como dar cum·
plimiento a lo preceptuado en el arto 51 de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional.

En cumplimiento del Acuerdo antes mencionado, el Tribunal Cen 4

tral de Trabajo y la Magistratura núm. 2 de Navarra remitieron las
actuaciones ante ellos practicadas y compareció en el recurso el INSS y
en su nombre y representación el Procurador de los Tribunales don José
Granados Weil, a quien se tuvo por parte y se mandó entender las
sucesivas diligencias.

Por providencia fechada en 23 de septiembre de 1987 en cumpli4

miento de 10 dispuesto en el arto 52.1 de la Ley Orgánica del Tribunal
se dió vista de las actuaciones a las partes comparecidas y al Ministerio
Fiscal por plazo común de veinte días para que pudieran presentar las
alegaciones que estimaran convenientes.

Dentro del mencionado plazo presentó escrito de alegaciones la
representación de la señora solicitante de este amparo, insistiendo en sus
pretensiones iniciales y ratificando su escrito de demanda. entiende la
interesada que ha sido tratada por el Instituto Nacional de la Seguridad
Social y por el Tribunal Central de Trabajo desigual y discriminatoria­
mente ante la ley en la aplicación de la misma con respecto a un gran
número de personas en sus mismas e identicas circunstancias, por lo
cual considera que se ha producido una violación del derecho a la
igualdad reconocido en el arto 14 de la Constitución. Alega además una
infracción del arto 24 (en relación con el 9.3) de la Constitución y ello
por las siguientes circunstancias: Violación del principio de 1C$3lidad, al
convertirse el INSS y el Tribunal Central de Trabajo en «legIsladoreS»
en evidente y notoria contradicción con la ley; violación del principio


